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ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL
12 DE NOVIEMBRE DE 2010
MAGISTRADO PRESIDENTE. Buenas tardes. En la Ciudad de México, Distrito Federal, siendo las doce horas del doce de noviembre de dos mil diez, establecidos en la Sala de Sesiones del Tribunal Electoral del Distrito Federal, da inicio la sesión pública del Pleno de este Órgano Jurisdiccional convocada para esta fecha. Solicito al Secretario General, verifique la existencia de quórum legal para sesionar válidamente.-----------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente, le informo que se encuentran presentes los cuatro Magistrados Electorales que conforman el Pleno de este Tribunal Electoral local, por lo que en términos de los artículos 181 del Código Electoral del Distrito Federal y 8, fracción I del Reglamento Interior, certifico la existencia del quórum legal para sesionar válidamente.---------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. En virtud de lo anterior, se declara abierta la sesión. Señor Secretario, sírvase dar cuenta con el orden del día programado para esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Con su venia señor Presidente, señores Magistrados, el orden del día programado para esta sesión pública se conforma con ciento setenta y seis proyectos de resolución, correspondientes a ciento setenta y cinco juicios electorales, y dos juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos. No omito mencionar, que los datos de identificación de los asuntos a resolver, como son: número de expediente, actor, autoridad responsable y, en su caso, el tercero interesado, fueron debidamente precisados en el aviso público elaborado para tal efecto, que oportunamente se publicó en los estrados de este Órgano Jurisdiccional Es el orden del día programado para esta sesión pública señores Magistrados.------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito a la licenciada Miriam Rocha Soto, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JEL-039 diagonal 2010, que la Ponencia del Magistrado Alejandro Delint García, somete consideración de este Órgano Colegiado.--------------------------------------------------------------------------------
LICENCIADA MIRIAM ROCHA SOTO. Con su autorización Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en la fracción IV, del artículo 199 del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral número 039 de 2010, promovido por el Partido Nueva Alianza, en contra de la resolución RS-50-10 aprobada en sesión pública de ocho de junio del año en curso, por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, a través de la cual se le sanciona por diversas irregularidades detectadas en la revisión del informe de campaña correspondiente al proceso electoral 2008-2009. La litis en esta controversia, se constriñó a dilucidar si el acto impugnado se emitió conforme a derecho. En el proyecto se sostiene la competencia de este Tribunal para conocer y resolver el juicio de mérito, y al no actualizarse alguna causa de improcedencia se procedió al estudio de fondo de la controversia. Así, de la demanda, se advierte que el impetrante hace valer dos motivos de inconformidad, que consisten en lo siguiente. Primer Agravio, relativo a la ilegalidad de la resolución impugnada por considerar la capacidad económica del partido impugnante correspondiente al año dos mil nueve y no la de dos mil diez, para efecto de la individualización de las sanciones económicas que se determinaron. Al respecto, se propone declararlo infundado, por lo siguiente: De las constancias que integran el expediente´, se constata que las irregularidades acreditadas tuvieron lugar en el año dos mil nueve, lo que además no se encuentra sujeto a controversia por las partes; que la individualización de las sanciones se realizó considerando, entre otras, las circunstancias de modo, tiempo y lugar en la comisión de la falta y la capacidad económica del infractor. En esa tesitura, y atendiendo a que las faltas fueron cometidas durante el proceso electoral dos mil nueve (2009), la responsable valoró las circunstancias económicas bajo las cuales se encontraba el partido político al momento de cometerlas; y, por ello, tomó en cuenta la capacidad económica que el infractor tenía en ese año para afrontar las sanciones que se le impondrían, observando los criterios de jurisprudencia y tesis relevantes sustentados por este órgano jurisdiccional y por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en los que se hace mención a las circunstancias que deben valorarse al momento de la individualización, de la sanción; y, si en el caso se está sancionando una conducta efectuada en un tiempo determinado, entonces es jurídicamente aceptable que se considere, para efectos de la individualización la capacidad económica del infractor al momento en que se cometió la infracción. Segundo Agravio, consistente en la ilegal graduación de la falta al ser considerada como particularmente grave así como la sanción conducente. Irregularidad que consistió en omitir reportar en el informe de campaña correspondiente al proceso electoral 2008-2009, la totalidad de los gastos en que se hubiere incurrido durante esa campaña electoral o que estén relacionados con la misma, así como el origen de los recursos que se utilizaron para su financiamiento. De igual forma, en el proyecto se propone declararlo infundado, porque en materia de sanciones, la autoridad electoral administrativa cumple con el principio de legalidad cuando expresa de manera suficiente, clara y directa, las razones por las cuales calificó la falta como particularmente grave, atendiendo la conducta o hechos realizados, así como las circunstancias y modalidades que objetivamente se dieron en el encuadramiento del supuesto normativo en que se sustentó la sanción impuesta. Con ello, la autoridad responsable al momento de determinar la gravedad de la falta, expuso que se trata de una omisión; que es sustantiva; que se trata de conductas reiteradas descubiertas a través de los mecanismos de control desplegados por la autoridad; que no hubo disposición para reportar la totalidad de sus ingresos y egresos; que tenía pleno conocimiento de su obligación desde antes de la comisión de la falta; que no existe alguna justificación que impidiera su debido cumplimiento; que es dolosa; que produjo una afectación a los principios de legalidad, equidad y certeza; que al realizarse durante el proceso electoral dos mil nueve, obtuvo un beneficio electoral en relación con los demás contendientes; que la falta tiene como consecuencia que se carezca de certidumbre acerca del origen y monto de los recursos, así como su empleo y aplicación, y que se afectaron los bienes jurídicos tutelados (transparencia y rendición de cuentas) del procedimiento de fiscalización. Todo lo cual, hizo que se calificara como particularmente grave. Es pertinente manifestar, que la determinación del nivel de gravedad que le correspondía a la irregularidad, estuvo en proporción directa a la existencia y preponderancia de las circunstancias agravantes sobre las atenuantes que concurrieron en la comisión de la falta. De ahí que no le asista la razón al partido político y que lo alegado por éste sea infundado, pues del análisis y valoración sobre las circunstancias que tomó en cuenta la autoridad responsable para calificar la falta como particularmente grave y sancionarla con la suspensión de un día de ministración del financiamiento público de dos mil nueve, se arriba a la conclusión de que son suficientes para calificar la falta e individualizar la sanción en los términos en que lo hizo la responsable; por tanto, el acto reclamando está suficientemente fundado y motivado. Por las razones expuestas, en el proyecto de cuenta se propone confirmar el acto impugnado. Es la cuenta, señor Presidente, señores Magistrados.

MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciada, Señores Magistrados está a su consideración el proyecto de cuenta. Magistrado Darío Velasco.


MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias Magistrado Riva Palacio. Compañeros Magistrados. Respecto de la cuenta que hemos escuchado, me permito realizar las siguientes consideraciones.

En el proyecto se propone confirmar la resolución RS-50-10 de ocho de junio de dos mil diez, por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal. En el estudio del primer agravio, el partido político actor plantea que la autoridad responsable realizó una interpretación incorrecta del artículo 174, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, al señalar que la suspensión de las ministraciones debe hacerse tomando como base el financiamiento que está ejerciendo el partido sancionado y no el ya ejercido.--------------------------------------------------
En el proyecto se estima que el agravio es infundado por lo que se propone confirmar la resolución combatida; sin embargo, tratándose de la imposición de una sanción por un órgano autónomo, su aplicación debe ser de manera estricta, esto es, que la sanción que pretende imponerse a un partido político, debe estar estipulada expresamente en el Código Electoral del Distrito Federal.

Lo anterior ha sido señalado por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a la emisión de las tesis relevantes y de jurisprudencias de rubros, cito: “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL, LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL” y cito nuevamente: “RÉGIMEN ELECTORAL DISCIPLINARIO, PRINCIPIO JURÍDICOS APLICABLES”. De esta manera, considero aplicable el principio que, en caso de duda debe estarse a lo más favorable al impugnante; pero, a diferencia de ello en el caso concreto la responsable realizó la interpretación más lesiva a los intereses del hoy actor, concluyendo que se puede suspender al impugnante una cantidad equivalente, no a la ministración que le corresponde como lo dice el texto del código, sino la que le correspondió el año pasado, cuando se cometió la falta electoral.----------------------------------------------------------------------------------
Pero en mi opinión, sólo se puede suspender la entrega de algo que no se ha entregado, es decir, se suspende algo que no ha tenido lugar para evitar que se materialice o se concluya, pues suspender significa detener o diferir por algún tiempo una acción u obra.------------------------
Por otra parte, el texto señala que la suspensión debe ser respecto de las ministraciones del financiamiento que le corresponda al partido político sancionable y no de las que ya le fueron otorgadas, lo que planteo no implica que no debe considerarse la magnitud de la falta electoral, ni el monto involucrado en la misma, pero una vez que se ha considerado tal situación, si la autoridad considera que la sanción adecuada es la suspensión total de la entrega de la ministraciones del financiamiento que le corresponda al partido político sancionable, por el equivalente a un día de las mismas, o por dos días, ello no puede calcularse con base en cantidades de ejercicios previos, sino que debe hacerse con base en las que le corresponden al momento de sancionar. En otras palabras, se estima que la responsable creó una sanción no reconocida en el marco legal, cuando decidió calcular la cantidad que le correspondió por concepto de un día de ministración al partido político actor en dos mil nueve, y luego como si se tratara de una multa, esa cantidad restarla a las ministraciones que esta por entregar en el presente año.---------------------------------------------------------
Ello sólo es posible, si se interpreta el artículo referido considerando que la sanción consistiría en la suspensión de la entrega de las ministraciones del financiamiento que les corresponda, por el equivalente a la cantidad que la autoridad sancionadora establezca con base en las ministraciones recibidas al momento de cometer la falta electoral, sin embargo, resulta claro y no comparto dicha construcción interpretativa.----------------------------------------------------------
No desconozco que tratándose de multas cuya base para su cálculo es el salario mínimo, existen diversos criterios de tribunales federales en el sentido de que debe calcularse con base al salario mínimo general vigente al momento en que se cometió la falta, pero ello obedece a que el salario mínimo va aumentando año con año y, atendiendo a ello, se toma como base lo que más beneficia al sujeto sancionable, principio que es el que rige en el sentido de estos criterios. Sería también interesante plantear ejemplos hipotéticos, respecto a qué pasaría si en lugar de haber disminuido las ministraciones del impugnante hubieran aumentado, y en ese caso, si la sanción impuesta cubre la magnitud de la falta electoral, el monto involucrado y considera todas las cuestiones relativas a la individualización de la sanción, entonces estaría apegada a derecho, pero si resultara excesiva habría que disminuirla, es decir, seguiría prevaleciendo la opinión aquí vertida.---------------------------------------------
De esta manera, aunque se aceptara como posible la interpretación que planteó la responsable, estaríamos ante un caso en el que por lo menos hay dos posibles interpretaciones respecto a una disposición legal, por lo que la decisión de cuál interpretación debemos seguir, en mi opinión, se resuelve por la que resulte más favorable al impugnante en el caso concreto, con lo que refrendo nuevamente mi posición garantista, esperando con esto seguir alentando una reflexión sobre los temas en los que, divisándose dos caminos, se elija transitar por el que resulte más favorable a quienes presentan demandas en este Tribunal Electoral del Distrito Federal.--------------------------------------------
Por lo expuesto, es que me permito disentir del sentido propuesto en la presente resolución considerando que debiera modificarse y no confirmarse la sanción combatida, por lo que desde este momento adelanto el sentido de mi voto, en contra del proyecto presentado. Muchas gracias compañeros Magistrados.--------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. ¿Algún otro Magistrado desea hacer uso de la palabra? Señor Secretario General recabe la votación que corresponda.-----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí señor Presidente. Magistrado Armando I. Maitret Hernández.-----------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ: A favor del proyecto.----------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.---------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ: En contra del proyecto.---------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Alejandro Delint García.------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA: Con el proyecto.------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor.------------------------------------------ SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, el proyecto de resolución ha sido aprobado por mayoría de votos; toda vez que el Magistrado Darío Velasco Gutiérrez voto en contra.-----------
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------

PRIMERO. Se CONFIRMA la Resolución RS-50-10 de ocho de junio de dos mil diez, emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal, en términos del considerando TERCERO de la presente resolución. ------------------------------------------------------------------
SEGUNDO. Se ORDENA al Consejo General del Instituto Electoral del Distrito Federal publicar los puntos resolutivos del presente fallo en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados del propio Instituto y en su página de Internet, debiendo informar a este Tribunal de dicho cumplimiento.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Magistrado Darío Velasco.-----------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Gracias, Magistrado, con fundamento en los numerales 186, inciso g) del código de la materia y 61, fracción IV de la Ley Procesal Electoral del Distrito Federal, solicito que a la resolución aprobada por la mayoría. Se agregue como voto particular discrepante mi intervención que hice anteriormente, muchas gracias.----------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario General, tome nota de la petición formulada por el Magistrado Darío Velasco.------------------
SECRETARIO GENERAL. Así lo he hecho señor Presidente.------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Solicito al licenciado Adrián Bello Nava, dé cuenta con el proyecto de sentencia emitido en el expediente TEDF-JLDC-064 y TEDF-JLDC-069 acumulado, ambos diagonal 2010, que la Ponencia del Magistrado Darío Velasco Gutiérrez, somete a consideración de este Órgano Colegiado.---------------------------------------
LICENCIADO ADRIÁN BELLO NAVA. Con su autorización, Magistrado Presidente, señores Magistrados. Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 199, fracción IV del Código Electoral del Distrito Federal, doy cuenta con el proyecto de resolución correspondiente a los juicios para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos, números 64 y 69 del presente año, formados con motivo de las demandas interpuestas por, Isela Alvarado Huerta, la primera; y por Dionicio Peña Peña y nueve ciudadanos más, la segunda: en contra de diversas irregularidades ocurridas durante el proceso electivo para designar al Coordinador Territorial del Pueblo de San Francisco Tlaltenco, en la Delegación Tláhuac, así como contra omisiones de la Comisión Organizadora de dicho proceso y del Jefe Delegacional en la mencionada demarcación territorial. Después de sostener la competencia para conocer y resolver los presentes juicios, en el proyecto se advierte la existencia de identidad en la causa así como en las autoridades responsables, por lo que, a fin de resolver de manera congruente los planteamientos expuestos, se propone decretar la acumulación del juicio 69, al diverso 64. Ahora bien, por cuestión de método, en el proyecto se aborda en primer término el análisis de los agravios planteados por los actores en el juicio número 69, quienes afirman que la celebración del proceso electivo que nos ocupa, estuvo a cargo de una Comisión Organizadora conformada por ciudadanos, cuando debió ser organizado por el Instituto Electoral del Distrito Federal, pues sólo con la intervención de éste se garantizarían los principios rectores en la materia.----------------

Dicho agravio se estima infundado, habida cuenta que el Titular de la delegación Tláhuac, tratando de dar legitimidad democrática a la designación del Coordinador Territorial que nos ocupa, convocó a los habitantes del pueblo a un proceso electivo, aun cuando de manera directa lo pudo designar al ser un cargo de la estructura delegacional. En consecuencia, no hay razón para considerar que este proceso electivo tenía que ser organizado por el Instituto Electoral local, bajo las reglas y principios de un proceso de elección constitucional, pues ello se traduciría en que dicho Instituto se viera obligado a organizar procesos de manera indiscriminada, sin facultades expresas para hacerlo. Así, el cargo de Coordinador Territorial, al ser un servidor público cuya designación se somete a votación del pueblo por una decisión administrativa, se convierte en un acto materialmente electoral, mientras que la salvaguarda de los derechos derivados del mismo compete protegerlos a este Tribunal. -----------------------------------

Por otra parte, los actores en el expediente 69, aducen como motivo de inconformidad, que en el proceso electivo no se garantizaron los principios de equidad, objetividad, imparcialidad y certeza, pues en la Convocatoria no se previó un listado nominal o padrón electoral.---------

En el proyecto se estima inoperante este agravio, en razón de que si bien en la Convocatoria no se previó la existencia de un listado nominal, sí se estableció de manera clara el procedimiento a seguir para la emisión del voto, así como que sólo podrían participar en este proceso electivo, los ciudadanos que pertenecieran a las secciones electorales correspondientes al Pueblo de San Francisco Tlaltenco.-----

Respecto al agravio hecho valer por los impetrantes, relativo a que durante el proceso electivo se cometieron una serie de irregularidades que dan lugar a que se declare la nulidad del mismo, a saber: La falta de tinta indeleble; que no hubo una capacitación adecuada para las personas que colaboraron en la consulta; que el día de la elección no hubo seguridad pública; que vecinos de otros pueblos llegaron a votar; que se realizó proselitismo el día de la votación; y que la estructura delegacional estuvo presente manipulando el voto; el mismo se estima inoperante, toda vez que los actores no señalan las circunstancias de tiempo, lugar y modo en que acontecieron las supuestas irregularidades, ni aportan pruebas para acreditarlas. Por su parte, la ciudadana Isela Alvarado Huerta, actora en el juicio 64, aduce como agravio que no se están tomando en cuenta los resultados de la consulta, mismos que le favorecen, por lo que las omisiones, tanto de la Comisión Organizadora de la Consulta de no otorgarle la constancia de mayoría, como del Jefe Delegacional de no expedirle el nombramiento correspondiente, violan sus derechos político-electorales. Al respecto, una vez establecido el marco jurídico que rigió esta consulta y analizados los documentos que obran en autos, en el proyecto se concluye que la actuación de la Comisión Organizadora se apegó a la convocatoria correspondiente, así como a las reglas y acuerdos expedidos para tales efectos, tanto en las diversas etapas del proceso consultivo, como en la jornada electiva misma.----------------

Asimismo, se desprende que debido a una serie de acontecimientos violentos, provocados por ciudadanos inconformes con los resultados, la Comisión Organizadora estuvo materialmente imposibilitada para efectuar la etapa relativa al cómputo total de la consulta, siendo innegable, por estar reconocido por las partes, que las etapas previas del proceso y la propia jornada electiva, se desarrollaron sin cuestionamientos. No obstante, se considera en el proyecto que deben ponderarse cuidadosamente las consecuencias que generan tales actos irregulares y no dar lugar directamente a la nulidad del proceso, a fin de no crear precedentes que indiquen que en las contiendas de esta naturaleza, se justifique la presión o uso de la fuerza para modificar a capricho la tendencia de una elección o cuestionar a conveniencia la organización y desarrollo del proceso. En ese contexto, los actos violentos acaecidos con posterioridad a la recepción de la opinión pública, provocados por un grupo de personas disconformes con los resultados, no debe viciar el buen desarrollo del proceso consultivo y de la propia jornada electiva, máxime cuando es principio general de derecho que nadie puede verse beneficiado de su propio dolo, por lo que resulta inaceptable que a través de una situación de hecho, como lo es la destrucción dolosa de los paquetes de opinión, se conculque el derecho de los ciudadanos que válidamente acudieron a las urnas a expresar su voluntad.-----------------

Ahora bien, el escrutinio y cómputo que se llevó a cabo en las mesas receptoras de opinión, estuvo compuesto por etapas sucesivas que se desarrollaron de manera continua y ordenada, lo que constituye una forma de control y evaluación sobre la certeza, eficacia y transparencia de los resultados, los que se desprenden de los datos anotados en los Carteles de Resultados, que sirven como prueba de que dicha actuación se realizó correctamente, por lo que el contenido de esos documentos y la forma sistemática de su formación, permiten considerarlos adecuados y suficientes para realizar el cómputo total de la consulta, ya que en ellos se contiene información que no solo permite conocer el resultado de la votación por mesa receptora, sino también comprobar que esos resultados son coherentes, lógicos y creíbles. En el caso, la Comisión Organizadora de la Consulta, determinó la instalación de diez mesas receptoras de opinión, es decir, se estableció un sólo centro de votación, sin que de autos se advierta que las partes controviertan la instalación de alguna de las mesas, de ahí que a pesar de que se encuentra acreditada la existencia de la irregularidad consistente en la destrucción de los paquetes electorales, la misma no es determinante para el resultado de la elección.-------------

En suma, si bien no se tiene certeza de lo que aconteció con la votación recibida en dos mesas receptoras, en el proyecto se considera que la consulta no debe anularse, atendiendo al principio de conservación de los actos públicos válidamente celebrados, pues en el presente caso, no se está en presencia de la actualización de una causal de nulidad de votación que afecte a algún porcentaje legalmente establecido de casillas instaladas o de votación recibida, habida cuenta que la votación recibida en las ocho mesas de las cuales se cuenta con datos, constituye el cien por ciento de los sufragios que deben ser considerados como válidamente emitidos en la jornada respectiva. En ese contexto, de los datos consignados en los carteles de resultados de ocho mesas receptoras de opinión, se advierte que la candidata ganadora es Isela Alvarado Huerta; por lo que el agravio planteado por dicha ciudadana deviene fundado y, consecuentemente, en el proyecto se propone reconocer la validez de la consulta ciudadana realizada el veinticinco de julio de dos mil diez, y ordenar a la Comisión Organizadora de la misma que expida la constancia de mayoría correspondiente. Es la cuenta, señores Magistrados. ----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias licenciado, señores Magistrados, están a su consideración los proyectos de cuenta. Al no haber comentarios, señor Secretario recabe la votación.--------------------
SECRETARIO GENERAL. Sí señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA.  A favor.-----------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández.---
MAGISTRADO ARMANDO MAITRET HERNÁNDEZ. Con los proyectos.--------------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Ponente Darío Velasco Gutiérrez.---------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos en sus términos.----------------------------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.-------------------
SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados los asuntos de los que se dio cuenta han sido aprobados por unanimidad de votos.----------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, se resuelve: -----------
PRIMERO. Se decreta la acumulación del juicio electoral identificado con la clave TEDF-JLDC-069/2010, al diverso TEDF-JLDC-064/2010, por ser éste el más antiguo, en términos de lo expuesto en el Considerando Segundo de la presente sentencia, y agréguese copia certificada de este fallo al expediente acumulado.-----------------------------

SEGUNDO. Se sobresee en el Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales de los Ciudadanos, sólo por lo que hace a los ciudadanos ALFREDO CASTAÑEDA MATEOS y ADRÍAN CHÁVEZ ENRÍQUEZ, en términos de lo razonado en el Considerando Tercero de la presente resolución.-------------------------------------------------
TERCERO. Se reconoce la validez de la consulta ciudadana realizada el veinticinco de julio de dos mil diez, en el Pueblo de San Francisco, Tlaltenco, en la Delegación Tláhuac, según se expuso en el Considerando Cuarto del presente fallo.-----------------------------------------

CUARTO. Se ordena a la Comisión Organizadora de la Consulta Ciudadana para elegir al mencionado Coordinador Territorial, que expida la Constancia de Mayoría a la ciudadana Isela Alvarado Huerta, en términos de lo expuesto en el Considerando Cuarto de esta sentencia.---------------------------------------------------------------------------------

QUINTO. Se ordena al Jefe Delegacional en Tláhuac, que dentro del plazo de tres días hábiles siguientes a aquél en que le sea notificado el presente fallo, expida el nombramiento de Coordinador Territorial del Pueblo de San Francisco Tlaltenco, Tláhuac, a la ciudadana Isela Alvarado Huerta, en términos de lo razonado en el Considerando Cuarto, e informe sobre el cumplimiento dado a la presente resolución.--------------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PRESIDENTE. Le solicito al Secretario General, dé cuenta con los proyectos de sentencia correspondientes a los Juicios Electorales derivados del Proceso de Elección de los Comités Ciudadanos y Consejos de los Pueblos del año 2010, sustanciados en las distintas Ponencias de este Tribunal.-----------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Con su autorización señor Presidente, señores Magistrados. Doy cuenta con los proyectos de resolución aludidos por usted señor Presidente, cuyos actores y autoridad responsable han quedado debidamente precisados en el aviso publicado en los estrados de este Órgano Jurisdiccional, correspondientes a los asuntos vinculados con el proceso de elección de los Comités Ciudadanos y Consejos de los Pueblos del año 2010. Para efectos de lo anterior, en primer lugar me referiré a aquellos asuntos en los cuales, a criterio de los Magistrados Ponentes, no se actualiza causa de improcedencia o sobreseimiento alguno, concluyendo con aquellos que no cumplen con los requisitos de procedencia establecidos en la Ley Adjetiva Electoral local y, que consecuentemente, traen consigo el desechamiento o bien el sobreseimiento de las demandas.-------------------------------------------------

Dicho lo anterior, doy cuenta con los proyectos de resolución correspondientes a los juicios electorales identificados con las claves TEDF-JEL-151, 152, 154 a 157, 160, 162, 163, 166, 167, 169 a 171, 173 a 179, 181, 182, 185, 189, 190, 214 a 219, 221 a 225, 227, 228, 230, 234, 235, 241, 243, 245 a 247, 251, 253, 254, 257 a 259, 266, 278, 282, 283, 287, 290, 291, 294, 298, 299, 301, 302, 304, 306, 307, 311, 313 a 315, 318, 322, 325, 326, 328, 330, 331, 334, 335, 337, 344, 347, 354, 370 y 398, todos diagonal 2010, sustanciados en las distintas Ponencias que integran este Órgano Jurisdiccional, en los cuales se propone declarar infundados o inoperantes los agravios que los promoventes de manera enunciativa hicieron consistir en lo siguiente: Realización de actos de proselitismo atribuibles a distintas fórmulas contendientes en la pasada jornada del proceso electivo ciudadano; realización de campañas fuera de los plazos establecidos por el Instituto Electoral del Distrito Federal para ello; indebida propaganda a favor de alguna planilla utilizando símbolos religiosos o con fines partidistas; inelegibilidad de los integrantes de diversas fórmulas, aduciendo impedimento legal en algunos de ellos por ser funcionarios o servidores públicos en ejercicio de sus encargos, contar con antecedentes penales, o bien, no residir en la colonia donde pretenden integrar la fórmula; utilización de recursos públicos en favor de alguna fórmula; durante la jornada electiva, ejercer presión o  violencia sobre los electores al momento de emitir su voto; o bien, inducirlos a emitirlo a favor de fórmula determinada; impedir la emisión del voto o, en algunos casos, permitir votar a quienes no tenían derecho para hacerlo; instalar mesas receptoras de votación, tanto en lugares distintos a los determinados por la autoridad electoral administrativa local; o bien, fuera del horario establecido para ello; efectuar a puerta cerrada el escrutinio y cómputo de la votación recibida el día de la jornada electiva, en diversas mesas receptoras, y; atribuir a algunos de los integrantes de las fórmulas contendientes o a los funcionarios adscritos a las distintas mesas receptoras de votación, diversas irregularidades graves acontecidas durante la jornada electiva. Dichos agravios, como ya se dijo, se propone declararlos infundados o inoperantes, ya que de las constancias que integran los expedientes de cuenta se advierte que los promoventes, o no aportaron elementos de convicción con los cuales acreditaran los hechos que consignaron en sus medios de impugnación, o las pruebas ofrecidas al respecto, resultaron insuficientes para demostrar las circunstancias de tiempo, modo y lugar respecto de las irregularidades alegadas, para crear convicción en este Órgano Jurisdiccional sobre los hechos aducidos en sus demandas, atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica, la experiencia y las disposiciones especiales señaladas en la Ley de la materia. En razón de lo anterior, en los proyectos se propone confirmar, el cómputo total de la elección o la asignación de Comités Ciudadanos en las colonias referidas en cada uno de los fallos de cuenta, según se trate. Con independencia de lo anterior, en algunos de estos proyectos se propone además decretar el sobreseimiento de los juicios en estudio, por acreditarse alguna de las causas previstas en el artículo 24, en relación con el 23 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal. Dicho lo anterior, doy cuenta con el juicio electoral 144 de este año, incoado en contra de la resolución IEDF-DDXIII-PSA/01/2010, a través de la cual la Dirección Distrital XXXIII, impuso a la fórmula 4 de la Colonia Unidad Habitacional Santa Cruz Meyehualco, delegación Iztapalapa, una sanción consistente en una amonestación pública derivada de la promoción anticipada de los perfiles de los integrantes de dicha fórmula. Así, en el proyecto de cuenta se propone confirmar la sanción impuesta por la responsable, ya que contrariamente a lo expuesto por el promovente, de las constancias y pruebas que integran el expediente, se aprecia que la resolución combatida sí se encuentra debidamente fundada y motivada, pues en ella se explican las razones lógico-jurídicas y el fundamento legal de las mismas, que prohíben y sancionan actos de promoción anticipada en el proceso de participación ciudadana en curso. Por ello, a juicio del Magistrado Ponente, existen elementos suficientes para acreditar que la promoción de los nombres de los integrantes de la fórmula 4, generaron una ventaja indebida en relación con las otras fórmulas contendientes; razón por la cual, como ya se dijo, se propone confirmar la amonestación pública en comento. Ahora, doy cuenta con el proyecto de sentencia relativo al juicio electoral 159 de este año, presentado en contra de la negativa por parte de la Presidenta de la Mesa receptora de Votación 13-36-020-1, ubicada en el Barrio de la Concepción Tlacoapa, en la delegación Xochimilico, de recibir la incidencia que el hoy actor presentó el día de la jornada electiva. En concepto del Magistrado Ponente, el motivo de inconformidad deviene infundado, ya que de las constancias que obran en el expediente de cuenta, se advierte que su escrito de protesta sí fue recibido por los funcionarios de la mesa receptora aludida, y por tanto, no se acreditó la irregularidad alegada por el ciudadano Christian Jiménez de los Santos. Por otra parte, doy cuenta con los juicios electorales 161 y 250 ambos 2010, en los que los promoventes aducen que se pretende conculcar su derecho consistente en la asignación de un lugar para integrar el Comité Ciudadano en las colonias que refieren en sus escritos de demanda, ya que al haber obtenido el tercer y cuarto sitio en la contienda, les toca un lugar dentro del Comité Ciudadano de la colonia que corresponda, lugares que deben ser ocupados por quienes hayan sido registrados como Presidentes de las fórmulas. Al respecto, se estiman infundados estos agravios, habida cuenta que de conformidad con el inciso e) del artículo 3, de los Criterios para la Asignación de los integrantes de Comités Ciudadanos; las autoridades responsables hicieron correctamente la asignación respectiva, al haberse actualizado el supuesto de empate en el segundo lugar; lo que se encuentra totalmente apegado a derecho, toda vez que lo hicieron en atención a los criterios referidos, por tanto al no existir más lugares por asignar, como ya se dijo se estiman infundados los agravios aludidos y en consecuencia se propone confirmar los actos impugnados. Por otra parte, doy cuenta con los juicios electorales 136, 139, 140 y 153 todos diagonal 2010, en los que se propone su desechamiento de plano, y respecto del 146 y 279, ambos 2010, se propone su sobreseimiento, en virtud de actualizarse la causa relativa a que el acto o resolución que se pretende combatir se ha consumado de manera irreparable. Se propone lo anterior, ya que del contenido de las demandas con las que se da cuenta, se advierte que los promoventes pretenden impugnar o controvertir actos o hechos previos a la jornada electiva celebrada el pasado veinticuatro de octubre del año en curso; por lo que, al momento en que las demandas fueron remitidas a este Tribunal previo los trámites que por ley llevaron a cabo las Direcciones Distritales responsables, la jornada electiva ya se estaba desarrollando o incluso, ya había concluido. Razón por la cual, existe imposibilidad jurídica y material para que este Órgano Jurisdiccional pueda a conocer o pronunciarse sobre el fondo de las pretensiones de los hoy actores, esto, en cabal observancia del principio de definitividad que rige las etapas de todo proceso de participación ciudadana, en aras de la certeza y seguridad jurídica que se debe otorgar tanto al desarrollo de los comicios como a los participantes de los mismos. Por tal razón, en los proyectos se propone desechar de plano las demandas aludidas. Por otra parte, respecto de los juicios electorales 137, 141, 142, 147, 148, 187 y 226, todos diagonal 2010, con base en las constancias que obran en dichos expedientes, se propone el desechamiento de plano de las demandas en virtud de que los medios de impugnación se presentaron fuera del plazo de cuatro días previsto en los artículos 15 y 16 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, tomando en cuenta que durante los procesos de participación ciudadana, todos los días y horas son hábiles. Ahora, doy cuenta con los juicios electorales identificados con las claves 138, 143 y 145 todos de este año, en los que se propone su desechamiento de plano, por haber precluido el derecho de los accionantes para promoverlos. Se propone lo anterior, ya que es un hecho notorio para este Tribunal, que los actores ejercieron su derecho de acción cuando presentaron los juicios identificados con los números TEDF-JEL-079, 121, 127, 132, 133, 138 y 143, todos diagonal 2010, en los que hicieron valer pretensiones como las que hoy reclaman. En este sentido, se debe decir que presentar posteriores demandas con pretensiones idénticas en contra del propio órgano responsable para controvertir el mismo acto de autoridad, citando los mismos conceptos de agravio y no tratarse de hechos supervenientes o desconocidos por los actores al momento de interponer las demandas primigenias, trae como consecuencia jurídica el desechamiento de plano de las demandas, al haber precluido su derecho para ello. Por otra parte, respecto del proyecto de resolución del juicio electoral 149 diagonal 2010, se propone desechar de plano la demanda, al advertirse dos causas de improcedencia derivadas de dos actos reclamados, a saber; la relativa a la presentación extemporánea de la demanda por cuanto hace al primer acto reclamado, consistente en el Dictamen consecutivo DD18/063/10, emitido por la Dirección Distrital XVIII del Instituto Electoral del Distrito Federal, ya que el plazo para impugnarlo transcurrió del veinticuatro al veintisiete de septiembre del presente año y, el medio de impugnación fue presentado el veintitrés de octubre esta anualidad; por tanto, su presentación ocurrió cuando ya había transcurrido el plazo legal de cuatro días previsto en el artículo 16 de la Ley Procesal Electoral local, para tal efecto. Ahora, en relación al segundo acto reclamado consistente en la realización de proselitismo posterior a la conclusión del periodo de promoción de las fórmulas contendientes, dicho acto se ha consumado de modo irreparable, ya que en observancia del principio de definitividad de las distintas etapas del ejercicio electivo, existe imposibilidad jurídica y material para  retrotraerse a etapas ya concluidas. Por otra parte, doy cuenta con los proyectos de resolución de los juicios electorales 186, 193 a 199, 201 a 211, 213, 237, 244, 267 a 277, 286, 319, 454 y 455 todos diagonal 2010, en los que se propone el desechamiento de plano de las demandas en estudio, en virtud de que carecen de firma autógrafa o huella digital de los promoventes; omisión que no sustenta la voluntad de los comparecientes para instar a través de los juicios que nos ocupan, la actividad jurisdiccional de este Tribunal, lo que trae como consecuencia su desechamiento de plano. Ahora, por cuanto hace a los juicios electorales 150, 158, 183, 184, 192, 212, 217, 232, 236, 238 a 240, 242, 248, 249, 252, 256, 262, 263, 288, 289, 310, 312, 367, 371, 415, 418, 443 y 476 todos diagonal 2010, en los proyectos se plantea desechar las demanda en estudio, en virtud de actualizarse la causa relativa a que los demandantes carecen de legitimación para promover los presentes juicios. Se propone lo anterior, ya que de una interpretación sistemática de los artículos aplicables de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, se concluye que los sujetos legitimados para presentar los medios de impugnación, en contra de los actos o resoluciones violatorios a las normas de participación ciudadana, son los representantes registrados formalmente ante los órganos electorales, acorde con lo previsto en el artículo 115, párrafo primero de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal, que establece como obligación de las fórmulas (contendientes en el proceso de participación ciudadana) al momento de efectuar su registro, nombrar un representante ante la Dirección Distrital, quien a su vez tendrá la representación de la fórmula en la jornada electiva. En este contexto, es evidente que si los actores no son los representantes acreditados ante las responsables, carecen de legitimación para impugnar los actos que reclaman, razón por la cual se actualiza la causa de improcedencia antes referida. Finalmente, doy cuenta con el proyecto de resolución del juicio electoral identificado con la clave TEDF-JEL-191/2010, en el cual se considera procedente el desechamiento de plano de la demanda, en virtud de actualizarse la causa relativa a que el demandante carece de interés jurídico para promover el presente juicio. Tomando en cuenta que el interés jurídico, consiste en la relación que se presenta entre la situación jurídica irregular que se denuncia, la cual lesiona la esfera de derechos de quien promueve, y la pretensión que se hace valer ante el Órgano Jurisdiccional para remediarla mediante la aplicación del derecho. En este sentido, únicamente está en condiciones de iniciar un procedimiento, quien al afirmar la existencia de una lesión a su derecho, pide mediante la vía idónea, ser restituido en el ejercicio del mismo. Así, en el caso que nos ocupa se advierte que el hoy actor, con la interposición del presente juicio, pretende impugnar actos que no afectan directamente alguno de sus derechos, esto, porque acude ante esta Instancia Jurisdiccional alegando diversas irregularidades en la lista nominal; ya que según afirma, varios vecinos de la colonia Ladera Grande o La Cebadita, no aparecieron en ésta y por ende no pudieron emitir el voto correspondiente, siendo conforme a derecho que el hoy actor, no es titular de la protección de intereses difusos o colectivos de los ciudadanos, toda vez que la ley no faculta a un ciudadano para actuar a nombre de otro en esta materia. Son las cuentas señor Presidente, señores Magistrados.------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Gracias, Secretario General. Señores Magistrados están a su consideración los proyectos de cuenta. Magistrado Armando Maitret.--------------------------------------------------------
MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ: Gracias Magistrado Presidente, distinguidos Magistrados, la razón de mi intervención obedece a lo siguiente. Quiero puntualizar las razones por las que en su momento me pronunciaré en favor de todos los proyectos con los que se acaba de dar cuenta. Como ustedes saben, mucho se debatió al reformar la Ley de Participación Ciudadana, el hecho de separarla de ciertas reglas electorales; sin embargo, al final nuestros legisladores, en materia de medios de impugnación, establecieron sólo un par de reglas, los artículos 125 y 126 de la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal. Una que otorga competencia a este Tribunal para resolver todas las controversias que surjan con motivo de esta elección, y en el 126, las causas de nulidad de la votación recibida en casillas y, de la elección correspondiente.----
Pero nada se dijo respecto a reglas sobre cargas probatorias; cómo íbamos a sustanciar los asuntos, cómo se iban a dictar las resoluciones; es decir, no se dieron reglas particulares, de manera tal que, de acuerdo con una regla general que tenemos en el Código Electoral del Distrito Federal y en la Ley Procesal Electoral para resolver todo este tipo de controversias, para resolverlas acudimos a las particularidades de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, que son en las que encontramos apoyo para resolver cualquier conflicto presentado por un ciudadano (Juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos). En este tipo de controversias, los sujetos que promueven también son ciudadanos, entonces, esa es la razón por la que nos estamos apoyando para resolver estos asuntos en la Ley Procesal.-----------------
Dicho esto, me parece que es importante puntualizar y yo me pronuncio en ese sentido también en favor de los proyectos, en muchos de ellos, los actores con toda razón, y también por el énfasis que hizo este Tribunal de que tenían sólo cuatro días para presentar sus medios de impugnación a partir de que tuvieran conocimiento de las irregularidades, presentaron el mismo día de la jornada sus escritos de demanda, procesalmente esto significa que esas irregularidades no eran atribuibles a ninguna autoridad y significa que los ciudadanos en ese momento aún no conocían cómo esa irregularidad ocurrida el día de la jornada electiva había impactado en el resultado, el cómputo de la elección correspondiente se llevó a cabo el veinticinco de octubre en adelante. Si nosotros hubiéramos aplicado estrictamente los precedentes establecidos por Tribunales Federales quizá hubiéramos llegado a la conclusión de que estos juicios eran improcedentes, porque todavía no había una afectación real a los derechos, sin embargo, en los proyectos se hace una interpretación garantista de los medios de defensa, y se toma en consideración que en este tipo de procedimientos se tiene que aplicar el principio pro cive es decir, estar a favor del ciudadano, y en estos casos se identificó como acto reclamado el cómputo, aún cuando éste aún no hubiera ocurrido, es decir, se precisó que en las demandas lo que el actor pretendía era la nulidad de la elección, porque el acto que él reclamaba, el acto que le afectaba era el cómputo, y por qué le afectaba ese computo, porque estaba basado o apoyado en irregularidades ocurridas el día de la jornada.----------------------------------
Procesalmente, hay una distinción entre pretensión, acto reclamado y causa de pedir, era muy claro que nosotros, al leer esas demandas, podíamos deprender que su pretensión era la nulidad, que el acto reclamado era el cómputo, y que la causa de pedir, es decir, las razones para impugnar el cómputo eran las irregularidades ocurridas el día de la jornada electiva.---------------------------------------------------------
En este escenario, me parece que de manera adecuada, en los proyectos que se elaboraron en cada una de las ponencias, con todo el esfuerzo de los secretarios de estudio y cuenta, auxiliares y demás personal de las ponencias y del personal de apoyo del Tribunal, llegamos a este escenario de resolver un bloque importante de asuntos, donde, como ya dio cuenta el Secretario, hay una diversidad de planteamientos o irregularidades aparentemente ocurridas durante la jornada electiva. Aquí me voy a detener unos minutos, porque me parece importante señalarle a los ciudadanos actores, que en el del derecho y sobre todo el aspecto jurisdiccional en el que nosotros estamos obligados a resolver las controversias, debe verse de la siguiente manera: Una, es la realidad fáctica, es decir, los hechos, o la realidad histórica. Es decir, nosotros no podemos o volver el tiempo y constatar que lo que pasó el día de la jornada, es lo que los actores plantean en sus escritos, es decir, es materialmente imposible que los juzgadores regresen a las mesas receptoras de la votación y presencien si hubo actos de presión, si hubo proselitismo, si hubo amenazas, es decir, no podemos regresar el tiempo y observarlo. Entonces, qué tenemos que hacer, tenemos que resolver a partir de una reconstrucción jurídica de esos hechos, cómo se reconstruye esa realidad, con las pruebas que nos aporten las partes. Sólo con las pruebas que nos aporten los ciudadanos, podremos estar en condiciones de revisar si efectivamente eso que dicen que sucedió está demostrado en el expediente. Y desafortunadamente aun cuando, como bien lo señaló el Secretario General hay una multitud de planteamientos idénticos en cuanto actos de proselitismo, presión, amenazas, inducción al voto, entrega de despensas, es decir, una serie de irregularidades que los ciudadanos que participaron en este proceso de Participación Ciudadana invocan, en los expedientes no se aportan elementos que nos permitan reconstruir esa verdad histórica. En la mayoría de los expedientes se aportan una, dos, tres fotografías en las cuales aparece, alguna persona platicando con otra, pero de ahí no se puede desprender, que esas personas que aparecen en la fotografía estén haciendo proselitismo, estén presionando, estén entregando despensas. Quiero ser muy claro en esto, porque el Tribunal no puede hacer una indagatoria más allá de lo que la ley le permite, es decir, cuando haya ciertos elementos de prueba, y se hayan presentado de acuerdo con lo que establece la propia ley, nosotros podemos acudir y requerir a las autoridades. De hecho, hemos hecho cientos de acuerdos de requerimiento a los órganos distritales que fueron omisos en remitir las constancias completas, es decir, no entregaban ni siquiera los elementos que integran el expediente, electoral esto es, las actas de las mesas receptoras, las actas de computo, las actas de incidente, los escritos de incidentes presentados. Esa labor la hemos hecho en el Tribunal y cada uno de nosotros hizo diversos requerimientos para integrar debidamente los expedientes, pero aún así, con esos documentos públicos no pudimos reconstruir en estos casos, en los que se acaba de dar cuenta, la realidad de lo que sucedió. En otras palabras, no quedó demostrado con esos elementos lo que se señala en los escritos de demanda. Como órgano de legalidad, y porque así está dispuesto en la Constitución, en el Estatuto debemos regirnos en primer lugar por la ley; somos los primeros obligados en cumplirla además de que nos rigen otros dos principios fundamentales para resolver estos asuntos, el de objetividad, es decir, no podemos introducir en nuestro juicio elementos valorativos personales, creencias, intuiciones, especulaciones, tenemos que resolver con objetividad, qué significa, con lo que se ve y se percibe en el expediente, sólo así brindamos certeza a la ciudadanía. También como Órgano Jurisdiccional debemos ser imparciales, qué significa esto, que no podemos suplir a los actores en las pruebas que no nos presentaron. Si un Tribunal, el que sea, ahora hablamos de nosotros, asume una posición directiva para beneficiar a una de las partes, rompe este principio de imparcialidad.----------------------------------------------------------------------------

Este Tribunal, no lo ha hecho y creo que no lo debe hacer, y los proyectos que se están presentando a nuestra consideración, lo reflejan porque se apegan estrictamente a la ley y al material probatorio que pudieron aportar cada uno de los actores que desafortunadamente para ellos, no llegaron a reconstruir aquella verdad histórica que tal vez aconteció el día de la jornada electiva, muchas gracias.------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Al no haber más comentarios, señor Secretario General recabe la votación que corresponda.--------------------
SECRETARIO GENERAL. Si señor Presidente. Magistrado Alejandro Delint García.----------------------------------------------------------------------------

MAGISTRADO ALEJANDRO DELINT GARCÍA. A favor de todos los proyectos de cuenta.


SECRETARIO GENERAL. Magistrado Armando Maitret Hernández. 


MAGISTRADO ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ. En favor de todos los proyectos de cuenta.------------------------------------------------------
SECRETARIO GENERAL. Magistrado Darío Velasco Gutiérrez.

MAGISTRADO DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ. Con los proyectos.---

SECRETARIO GENERAL. Magistrado Presidente Adolfo Riva Palacio Neri.----------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. A favor de los proyectos.-------------------

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, los proyectos de resolución han sido aprobados por unanimidad de votos.--------------------------------------------------------------------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. En consecuencia, por cuanto hace al juicio electoral identificado con la clave TEDF-JEL-144/2010, se resuelve: ---------------------------------------------------------------------------------
ÚNICO.- Se confirma la amonestación pública impuesta a la fórmula 4 correspondiente a la colonia Unidad Habitacional Santa Cruz Meyehualco.-----------------------------------------------------------------------------
En lo referente a los juicios electorales TEDF-JEL- 151, 152, 157, 160, 161, 167, 169, 171, 173 A 178, 181, 185, 190, 216 219, 222 225, 228, 235, 241, 243, 247, 251, 253, 258, 259, 282, 283, 287, 290, 298, 299, 301, 304, 306, 307, 311, 313, 318, 325, 328, 330, 337, 344, 347, 354 y 398, todos diagonal 2010, se resuelve: ------------------------------------------
ÚNICO. Se CONFIRMAN, en la materia de impugnación, los cómputos realizados por las Direcciones Distritales del Instituto Electoral del Distrito Federal, aludidas en cada uno de los fallos enunciados, correspondientes a la elección de Comités Ciudadanos de las colonias en ellos precisadas.--------------------------------------------------------------------
Por otra parte, en relación con los juicios electorales TEDF-JEL-154 156, 162, 163, 166, 179, 189, 214, 215, 221, 227, 234, 245, 246, 257, 291, 294, 314, 315, 322, 331, 334, 335 y 370, todos del 2010, se resuelve: ---------------------------------------------------------------------------------
PRIMERO. Se SOBRESEEN los presentes juicios por lo que se refiere a los actores identificados en cada uno de los fallos, por las razones expuestas en las resoluciones atinentes.----------------------------------------

SEGUNDO. Se confirman los cómputos totales de la elección de comités ciudadanos que se aluden en cada uno de los expedientes antes indicados, realizados por la Direcciones Distritales del Instituto Electoral del Distrito Federal, acorde con lo expuesto en las presentes sentencias.-------------------------------------------------------------------------------
Respecto del diverso TEDF-JEL -159/2010, se resuelve: ------------------

ÚNICO. No se demostró la irregularidad alegada por Christian Jiménez de los Santos, ya que sí se le recibió su escrito de incidentes presentado como representante de la fórmula 3 de la colonia Barrio de La Concepción Tlacoapa, Demarcación Territorial Xochimilco.------------
Ahora bien, por cuanto hace a los expedientes TEDF-JEL-170, 182, 230, 254, 266, 278, 302 y 326 todos diagonal 2010, se resuelve: --------
PRIMERO. Se declaran infundados los motivos de inconformidad manifestados por los ciudadanos descritos en cada uno de los fallos, relativos a la comisión de diversas irregularidades suscitadas durante la jornada electoral del proceso de elección de comités ciudadanos, acorde con lo expuesto en las resoluciones atinentes. ----------------------
SEGUNDO. En consecuencia, se declara la inexistencia de tales irregularidades manifestadas por los actores, relacionadas con la elección de los comités ciudadanos en cuestión; y se confirman los cómputos en lo que es materia de la impugnación. --------------------------
En relación con el juicio electoral TEDF-JEL-250/2010, se resuelve: ----
PRIMERO.- Se sobresee el presente juicio por lo que se refiere al actor Martín Gurrero Olvera, por las razones expuestas en el Considerando Tercero de la presente resolución. ----------------------------
SEGUNDO.- Se confirma la constancia de asignación e integración del Comité Ciudadano 2010-2013 de la colonia San Juan de Aragón 7, sección Unidad Habitacional 1, delegación Gustavo A. Madero, de veintiséis de octubre de 2010, realizada por la Dirección Distrital 8 del Instituto Electoral del Distrito Federal, en términos de lo razonado en el presente fallo. ---------------------------------------------------------------------------
Por otra parte, en lo referente a los juicios electorales TEDF-JEL-136 143, 145, 147 A 150, 153, 158, 183, 184, 186, 187, 191 A 199, 201 213, 226, 232, 236, 240, 242, 244, 248, 249, 252, 256, 262, 263, 267, 277, 286, 288, 289, 310, 312, 319, 367, 371, 415, 418, 443, 454, 455 y 476, todos diagonal 2010, se resuelve: ------------------------------------------
ÚNICO. Se desechan de plano las demandas de los juicios referidos, en términos de lo expuesto en los fallos respectivos.-------------------------

Finalmente, por lo que respecta a los diversos TEDF-JEL-146 y 279, ambos de este año, se resuelve: --------------------------------------------------

ÚNICO. Se SOBRESEE en los presentes juicios electorales, en términos de lo expuesto en los fallos respectivos. ----------------------------
MAGISTRADO PRESIDENTE. Señor Secretario informe a este Pleno si existe algún otro asunto que desahogar en esta sesión pública.

SECRETARIO GENERAL. Señor Presidente, señores Magistrados, han sido agotados todos los asuntos listados en el orden del día.


MAGISTRADO PRESIDENTE. No habiendo otro asunto que tratar, se da por concluida la presente sesión pública. Gracias.
--

___________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE

	_______________________________

ALEJANDRO DELINT GARCÍA

MAGISTRADO 
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ

MAGISTRADO 



	
	

	_____________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 


EL LICENCIADO GREGORIO GALVÁN RIVERA, SECRETARIO GENERAL DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 188, INCISO J) DEL CÓDIGO ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL Y 29, FRACCIÓN XVI DEL REGLAMENTO INTERIOR DEL PROPIO TRIBUNAL, AUTORIZA Y DA FE, DE QUE LA PRESENTE ACTA CONCUERDA FIELMENTE CON LA SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DOCE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL DIEZ. DOY FE.







36
ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL 12 DE NOVIEMBRE DE 2010.
1
ACTA DE SESIÓN PÚBLICA DEL PLENO DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL 12 DE NOVIEMBRE DE 2010.


